
 

ESTIMADA PERSONA SOLICITANTE  
 
PRESENTE.  
 

A través de la presente, con fundamento en el artículo 6º apartado A, fracciones I,II y III 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 1, 

2, 5, 6, 8, 10, 26 fracción VIII, 106, 131 y 135 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública del Estado de Colima, se atiende la solicitud con número de folio 

061275024000063, misma que fue generada el 19 de mayo de 2024, a través de la 

Plataforma Nacional de Transparencia y donde se requiere medularmente lo siguiente:  

 
“Cuál es la opinión de los órganos garantes de las entidades federativas 
con lo dicho de “desaparecer el organismo autónomo y que sea la 
Auditoria Superior de la Federación (ASF) quien asuma las funciones de 
transparencia”. 
Que piensan de la Iniciativa de Proyecto de Decreto en materia de Sistema 
de Simplificación Administrativa y de Transparencia que permite invertir 
eficientemente los recursos de México. 
Claudia Sheinbaum dejó en claro que su apuesta para combatir la 
corrupción en el gobierno es con la creación de otras instituciones, tales 
como El Sistema de Transparencia con servidores públicos de “probada 
honestidad”, que opinión les merece? 
¿Los órganos garantes de las entidades federativas, estarían dispuesto a 
un debate para la defensa de la desaparición de sus instituciones?”  

 

Primeramente, resulta importante precisar que, el requerimiento planteado, no recae en 
el deseo de conocer información pública, es decir algún documento, soporte 
documental, o bien, cualquier otro registro que genere, administre o posea este Instituto 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos del Estado 
de Colima, en el ejercicio de sus competencias, funciones y atribuciones conferidas en 
diversos preceptos legales establecidos tanto en la Ley de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado de Colima y el  propio Reglamento Interior del Instituto 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos del Estado 
de Colima, sino que, caso contrario, el requerimiento recae en ser una consulta, siendo 
esta última, una opinión personal atribuida a la valoración de un individuo.  
 
A tales efectos, cabe señalar lo que el artículo 4º, fracción XI, XII, XIII, XV y 5º de la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Colima, señalan:  
 

“Artículo 4.- Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por:  
 
[…] 
 
XI. Documentos: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, 
oficios, correspondencia, acuerdos, directrices, circulares, contratos, convenios, 
instructivos, notas, memorandos, minutas, estadísticas o bien, cualquier otro 
registro en posesión de los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin 
importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en 
cualquier medio, entre otros, escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, 
informático u holográfico;  
 
XII. Expediente: La unidad documental constituida por uno o varios documentos 
de archivo, ordenados y relacionados por un mismo asunto, actividad o trámite 
de los sujetos obligados;  
 
XIII. Información: La contenida en los documentos que los sujetos obligados 
obtienen, adquieren, administran, transforman o conservan por cualquier título, 
o bien aquella que por una obligación legal deban de generar;  



 

 
[…] 
 
XV. Información pública: Todo registro, archivo, documento o cualquier dato 
que se recopile, mantenga, procese o se encuentre en poder de los sujetos 
obligados, que no tenga el carácter de confidencial, ni reservado; 
 
[…]”  
 
“Artículo 5.- El derecho de acceso a la información pública es la prerrogativa 
que tiene toda persona para obtener y conocer la información creada, recopilada, 
administrada, procesada o que por cualquier motivo se encuentre en posesión 
de los sujetos obligados, en los términos de la presente Ley. 
 
[…]”  

 

De ahí que, entendiendo el contexto de la petición, resulta imposible emitir una opinión 
respectiva, agregando que, no existe como tal, un precepto legal que obligue al Pleno 
de este Órgano Garante a emitir un posicionamiento sobre el tema planteado.   
 
Sin demérito de lo señalado, cabe bien señalar que los derechos humanos, 
corresponden ser el conjunto de prerrogativas que pertenecen a todas las personas por 
el solo hecho de serlas, con independencia de su origen étnico, color, nacionalidad, 
religión, sexo, condición social, estado civil, opinión política o cualquier otra condición.  
 
Los derechos humanos, son un factor indispensable para que todas las personas se 
desarrollen en todos los planos de la vida, de manera individual, y como miembros de 
la sociedad. La importancia de los mismos, radica en la finalidad de proteger 
principalmente la vida, la libertad, la dignidad, la igualdad, la seguridad, la integridad y 
la propiedad de cada ser humano.  
 
Prosiguiendo con lo anterior, una de las más grandes conquistas de la humanidad ha 
sido la consagración de los derechos humanos en declaraciones y pactos 
internacionales, al igual que el Estado Mexicano lo ha hecho, en particular, a través de 
las diversas Constituciones que nos han regido, ya que su reconocimiento jurídico 
proporciona los medios para su protección efectiva frente a eventuales violaciones.  
 
A tales efectos, el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, establece que todos los mexicanos, gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los Tratados Intencionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la 
misma Constitución establece. Consecuentemente, el citado precepto legal obliga a 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, a promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.  
 
Ahora bien, el derecho de acceso a la información y el derecho de protección de datos 
personales, corresponden ser derechos humanos cabalmente reconocidos en los 
artículos 6º y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual, 
en su parte conducente, señalan lo siguiente: 
 

“Artículo 6º.-  
“... el derecho a la información será garantizado por el Estado. 
. 
“Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación, los 
Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 
regirán por los siguientes principios y bases:” 



 

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y 
organismo federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 
temporalmente por razones de interés público en los términos que fijen las leyes. 
En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima 
publicidad. 
II. La información que se refiere a la vida privada y los datos personales será 
protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. 
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su 
utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos 
personales o a la rectificación de éstos. 
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos 
de revisión expeditos. Estos procedimientos se sustanciarán ante órganos u 
organismos especializados e imparciales, y con autonomía operativa, de gestión 
y de decisión. 
V. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos 
administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos 
disponibles, la información completa y actualizada sobre sus indicadores de 
gestión y el ejercicio de los recursos públicos. 
VI. Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados deberán 
hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a 
personas físicas o morales. 
VII. La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información 
pública será sancionada en los términos que dispongan las leyes. 
 
“Artículo 16.-  
.. 
Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, 
rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, 
en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a 
los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad 
nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para 
proteger los derechos de terceros. 
…”  

 

El reconocimiento de los derechos humanos en mérito, ha sido un parteaguas que 
marca un antes y un después en la sociedad mexicana y con ello, en las Instituciones 
Públicas; de ahí que, es de sostenerse que dichos derechos no pueden disminuir y solo 
pueden aumentar y progresar gradualmente, haciendo efectivo el principio de 
progresividad que se señala en el citado artículo 1º Constitucional.    
 
Es así que, el principio de progresividad se debe entender que está orientado a 
fortalecer las acciones de garantía y protección de los derechos humanos, enfocado al 
mejoramiento de los instrumentos normativos de regulación, de las acciones 
gubernamentales, de la formulación de políticas públicas y las asignaciones 
presupuestales que permiten el goce pleno de derechos humanos o bien, de la 
generación de condiciones para el ejercicio de derechos humanos. Este principio, se 
relaciona de forma estrecha con la prohibición de retrocesos o marchas atrás 
injustificadas a los niveles de cumplimiento alcanzados, la “no regresividad” en la 
protección y garantía de derechos humanos.  
 
A partir de lo anterior, lo cierto es que, el Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos del Estado de Colima, es el Organismo 
Público Autónomo encargado de garantizar, promover y difundir el ejercicio del derecho 
de acceso a la información y protección de datos personales, tendiente a consolidar 
una cultura de transparencia en el Estado de Colima, mismo que en la actualidad, se 
encuentra trabajando con una Ley vigente, que permite asegurar que se realizan todos 
los esfuerzos necesarios y posibles para garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
humanos en cita.   
 



 

Finalmente, con el andamiaje construido en nuestro país para avanzar en materia de 
transparencia, acceso a la información y protección de datos personales en el sector 
público, queda acreditado uno de los logros más importantes creados para 
impulsar y motivar la participación social, siendo un factor determinante en el 
combate a la corrupción, en la que los órganos constitucionalmente autónomos han 
sido clave en este avance que es fundamental para fortalecer la democracia.  
 
 

ATENTAMENTE 

 COLIMA, COL., A 30 DE MAYO DE 2024 

 
PRESIDENCIA DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA,  

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS DEL 
ESTADO DE COLIMA 

 

"2024, Año del Bicentenario de la creación del Territorio Federal de Colima”  

 


